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			CAPÍTULO 1

			
LAS FUNCIONES ECONÓMICAS Y SOCIALES DEL TRABAJO A DISTANCIA Y, EN ESPECIAL, DEL TELETRABAJO

			
1. EL TRABAJO A DISTANCIA EN EL CONTEXTO DE LA REVOLUCIÓN INDUSTRIAL (TRABAJO A DOMICILIO) Y DE LA REVOLUCIÓN TECNOLÓGICA (TELETRABAJO)

			El bautizado (en la legislación española) como trabajo a distancia, mayormente asociado al teletrabajo (aunque este no es más que una especie del trabajo a distancia que se caracteriza por el uso de nuevas tecnologías), no es una realidad nueva, aunque sí es verdad que ha conocido transformaciones históricas tan profundas debidas al progreso técnico que resulta difícil emparentar unas especies del trabajo a distancia con las otras.

			La Revolución industrial trajo consigo una de esas transformaciones históricas que determinó la aparición de lo que entonces se denominó (en la legislación española la denominación se mantuvo hasta 2012) como trabajo a domicilio (que no es más que otra especie del género trabajo a distancia caracterizado por su vinculación con la producción industrial). El trabajo a domicilio se extendió en sectores industriales donde las máquinas utilizadas, por su tamaño y su bajo coste, podían asentarse en el domicilio de todas las personas trabajadoras. Paradigmáticamente, en el textil y el calzado. Con una base sociológica de mujeres de clase obrera, el trabajo a domicilio degeneró muchas veces hacia una explotación con horarios extensos e irregulares y salarios a destajo de baja cuantía (ilotismo industrial o sweating system).

			La Revolución tecnológica trajo consigo otra de esas transformaciones históricas que ha propiciado la aparición del teletrabajo. Cuando en la década de los setenta del siglo XX las personas trabajadoras asignadas al sector terciario superaron en número a las del sector industrial en las sociedades occidentales (momento histórico marcado como origen de la sociedad de la información) es precisamente cuando surge el teletrabajo. En aquel instante, definido socialmente por la crisis del petróleo de 1973, el teletrabajo se presentó como la solución a muchos problemas1: se reducirían los desplazamientos con el consiguiente ahorro energético, el tráfico viario sería más fluido y se reduciría la polución urbana; se minimizarían los costes de las empresas al no necesitar de sedes físicas, o poder reducirlas a su mínima expresión; se facilitaría el acceso al empleo de personas con movilidad reducida, que no pueden ausentarse de su domicilio por la asunción de cargas familiares o en lugares de difíciles comunicaciones, permitiendo la radicación de las personas en zonas rurales; se potenciaría la autonomía de las personas trabajadoras en la distribución de sus tiempos, previniendo el estrés laboral y mejorando su satisfacción con el trabajo. Como consecuencia de todas esas circunstancias, se mejoraría la productividad de las empresas.

			Tan idílico panorama demostró no serlo tanto cuando posteriormente, durante las décadas siguientes, se analizó la implementación real del teletrabajo. El aislamiento de las personas teletrabajadoras las desvinculaba de la socialización en el trabajo y de la promoción profesional, generando patologías psíquicas, y diluyendo la reivindicación colectiva con la consiguiente tendencia a la baja de las condiciones laborales. En tales casos, las condiciones adecuadas de seguridad e higiene en el puesto de trabajo ni son fáciles de implementar por las empresas, ni son sencillas de controlar por la autoridad laboral. Hay un riesgo de huida del derecho del trabajo dada la ventaja que supone la externalización de la actividad de las empresas y la posible contratación de falsos autónomos. Por otro lado, el riesgo de difuminación de los tiempos de trabajo y de ocio puede conducir a la invasión del trabajo digitalizado sobre la vida personal y familiar (hiperconectividad, infoxicación, contaminación tecnológica o sociedad del cansancio). En definitiva, la ausencia de una normativa adecuada que, en garantía de los derechos de las personas teletrabajadoras, ataje estas dificultades, suele invocarse precisamente como otro inconveniente más.

			Otra circunstancia a considerar es que el teletrabajo, aún con sus particularidades, ha sido usado por las mujeres para poder conciliar su trabajo con las cargas derivadas del cuidado de hijos o familiares. Nada nuevo bajo el sol. Ya en la sociedad industrial el trabajo a domicilio era una alternativa para las mujeres en orden a conciliar trabajo con familia. En la sociedad de la información, esto mismo vuelve a ocurrir en el teletrabajo. Así las cosas, el teletrabajo se suma al elenco de trabajos atípicos muy feminizados (trabajos a tiempo parcial, fijos discontinuos, o temporales).

			Pues bien, el teletrabajo ni es la panacea universal ni supone una forma contemporánea de esclavitud. Y, dicho más en general, lo mismo cabe decir del trabajo a distancia y de sus demás manifestaciones (trabajo a domicilio). Lo realmente decisivo es su correcta implementación pues es entonces cuando el teletrabajo, y por extensión las demás formas de trabajo a distancia, podrán cumplir de una manera efectiva con las funciones económicas y sociales que se atribuyen a esas formas de prestación laboral.

			
2. LA SATISFACCIÓN DE LOS INTERESES LEGÍTIMOS DE LAS PARTES DE LA RELACIÓN CONTRACTUAL COMO FUNCIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL BÁSICA DEL TRABAJO A DISTANCIA

			La más básica de las funciones económicas y sociales que se atribuyen al trabajo a distancia, al teletrabajo y al trabajo a domicilio, como en general ocurre con todas las formas de prestación de trabajo por cuenta ajena y más en general con todas las relaciones contractuales, es la satisfacción de los intereses legítimos de las partes de la relación contractual. Y en una relación en la que hay una parte más fuerte, que por su propia fortaleza puede satisfacer sus propios intereses mermando incluso la satisfacción de los intereses de la parte más débil, la ley debe mirar hacia esta como manera de equilibrar con aquella el sinalagma contractual. No intervenir en esta materia permitirá quizás el desarrollo del teletrabajo, pero lo hará en unas condiciones incompatibles con el sistema europeo de relaciones sociales2.

			Analizaremos seguidamente la respuesta dada por la normativa española a los legítimos intereses de las personas trabajadoras a distancia, que, como se acaba de exponer, obligaban a una intervención normativa suficiente que, sin embargo, se ha demorado de manera ostensible. También es oportuno destacar la existencia de otras funciones económicas y sociales asignadas al trabajo a distancia, al teletrabajo y al trabajo a domicilio que, vinculadas a la relación laboral, debemos analizar, como la conciliación de la vida familiar y laboral, y los derechos de las personas con discapacidad.

			
2.1. LA AUSENCIA DE UNA REGULACIÓN LEGAL ADECUADA COMO RÉMORA PARA CUMPLIR LA FUNCIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL BÁSICA DEL TRABAJO A DISTANCIA


			Durante mucho tiempo en España3, el trabajo a domicilio quedó al albedrío de la autonomía de la voluntad propia de la contratación civil, y ello determinó la existencia en nuestro país de situaciones de ilotismo industrial, con surgimiento de debates públicos para mejorar en particular la situación de las obreras del sector textil4. Con este trasfondo, el Real Decreto-ley de 26 de julio de 1926 (Gaceta del 31), y el Real Decreto de 20 de octubre de 1927 (Gaceta del 25), segregaron el trabajo a domicilio de la regulación del Código Civil para aplicarle ciertas normas protectoras sobre contrato de trabajo con la finalidad de prevenir los abusos existentes en el trabajo a domicilio, aunque sin incluirlo en la entonces incipiente normativa sobre contrato de trabajo. O sea, la técnica normativa fue asimilar el trabajo a domicilio al contrato de trabajo, pero sin integrarlo en su regulación, de manera que el Código de Trabajo de 1926 podía seguir afirmando sin ningún rubor que quienes trabajaban a domicilio no estaban incluidos en su ámbito.

			La integración del trabajo a domicilio en la legislación laboral se produjo más tímidamente en la Ley de Contrato de Trabajo de 1931, pues incluyó a los obreros a domicilio en el concepto de trabajador, pero mantuvo la vigencia de los Reales Decretos de 1926 y 1927. Con la Ley de Contrato de Trabajo de 1944, el trabajo a domicilio ya pasa a estar contemplado dentro de su regulación, y se considera como un contrato especial de trabajo. Siguiendo esta línea, la Ley de Relaciones Laborales de 1976 lo enumeró, en su artículo 3, como una relación laboral especial, junto con otras once más.

			Tal planteamiento de considerar el trabajo a domicilio como un contrato especial de trabajo se mantuvo hasta el Estatuto de los Trabajadores de 1980, que no incluye al trabajo a domicilio como relación laboral especial en su artículo 2 (donde se enumeran las relaciones laborales especiales), sino en su artículo 13 como una de las «modalidades del contrato de trabajo» (sección cuarta del capítulo primero, donde se regulan el trabajo en común y el contrato de grupo, los contratos formativos y el trabajo a tiempo parcial).

			Una regulación pensada para el trabajo a domicilio, pero no para el teletrabajo, que, a pesar de este desfase y de las críticas doctrinales5, no fue modificada hasta la Reforma laboral de 2012 (Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, y Ley 3/2012, de 6 de julio). Y aun con esta modificación (que incluyó la denominación: de trabajo a domicilio se pasó a trabajo a distancia) la doctrina siguió manteniendo una postura crítica pues el artículo 13 del ET mantenía una regulación de mínimos, casi limitada a proclamar el principio de igualdad entre trabajadores a distancia y presenciales6, lo cual dejaba campo a la autonomía de la voluntad en un ámbito contractual donde las fronteras entre el trabajo por cuenta ajena y el trabajo por cuenta propia son difusas y existen unas bolsas de empleo sumergido de difícil fiscalización7.

			La Pandemia COVID-19 ha supuesto un cambio significativo en ese panorama. Y es que una de las más trascendentes resultas legislativas de la Pandemia COVID-19 ha sido la aprobación del RDL 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia, y, posteriormente, de la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia. Pero que la Pandemia COVID-19 haya sido en gran medida el verdadero detonante de la reforma legal no resta mérito, sin embargo, al hecho de que finalmente el teletrabajo (o dicho de una manera más amplia, el trabajo a distancia) cuente en nuestro ordenamiento jurídico con una norma sustantiva propia que regule esta particular forma de prestación de servicios. Lo confiesan las Exposiciones de Motivos del RDL 28/2020 y de la Ley 10/2021, aunque lo digan con un tono un tanto rimbombante, al asegurar que su objetivo no resulta ser otro que el de «proporcionar una regulación suficiente, transversal e integrada en una norma sustantiva única que dé respuestas a diversas necesidades» (si bien, para rebajar ese tono un tanto rimbombante del que hace gala el poder legislador, debamos añadir que no siempre se ha conseguido tal objetivo, como se comprobará a lo largo de nuestro estudio).

			Tuvimos que esperar casi veinte años desde del Acuerdo Marco Europeo sobre el Teletrabajo, de 16 de julio de 2002, y casi veinticinco años desde la adopción del Convenio número 177 de la OIT sobre trabajo a domicilio (1996), para que la legislación española haya considerado oportuno brindar a los sujetos del contrato de trabajo una regulación específica del que denomina como «trabajo a distancia», más allá del pobre tratamiento jurídico que le proporcionaba el Estatuto de los Trabajadores, solamente mitigado de manera bastante limitada por la Reforma de 2012.

			
2.2. LA CONCILIACIÓN DE LA VIDA FAMILIAR Y LABORAL DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS A DISTANCIA


			Dentro de los intereses legítimos que trabajo a distancia, teletrabajo y trabajo a domicilio tienen como función satisfacer a través de una adecuada regulación laboral, se encuentra en un lugar señero la conciliación de la vida familiar y laboral. Y es que la realidad ha demostrado las posibilidades del trabajo a distancia y sus distintas especies como mecanismo de conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras8.

			Aunque se debería subrayar que esas posibilidades de favorecimiento de la conciliación serán efectivas si el trabajo a distancia está bien implementado, lo que pasa necesariamente por una legislación adecuada donde, como principios basilares de toda la regulación, se garanticen el principio de voluntariedad y el principio de igualdad con el trabajo presencial que, dada la tendencial feminización del personal a distancia de la empresa, puede degenerar en una discriminación sexista indirecta si la medida empresarial generadora de una desventaja particular atendiendo al género de las personas teletrabajadoras no se justifica objetivamente en atención a una finalidad legítima o los medios para ello no son necesarios y adecuados9.

			Únicamente una buena implementación del trabajo a distancia puede solventar con justicia el dilema que viene siendo conceptuado como «dilema de Wollstonecraft»10 —ser trabajadora sin hijos o ser madre sin trabajo11—, pues ese dilema no se soluciona confinando a las mujeres en trabajos con menores derechos que perpetúan la situación de subordinación femenina en el trabajo, y también en la familia, donde el trabajo de cada miembro de la pareja, y sus condiciones laborales, mediatiza todas las decisiones vitales, de ahí que tendencialmente se dedicará a los cuidados el miembro de la pareja con unas peores condiciones de trabajo y con una más baja remuneración.

			Sea como sea, lo cierto es que, desde la perspectiva de las personas trabajadoras, el trabajo a distancia se valora como un mecanismo idóneo para conciliar vida personal, familiar y laboral. Así se reconoce tanto en las normas comunitarias como en el derecho español, de ahí que se haya integrado la posibilidad de solicitarlo dentro del derecho a adaptar la jornada o condiciones de trabajo con fines de conciliación (art. 34.8 ET, en la redacción dada a esta norma por el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación).

			Las Exposiciones de Motivos del RDL 28/2020 y de la Ley 10/2021 también inciden en este efecto positivo del trabajo a distancia en la medida en que con el mismo se abren «mayores posibilidades, en algunos casos, de una autoorganización, con consecuencias positivas, en estos supuestos, para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral».

			
2.3. EL DERECHO AL TRABAJO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD


			Dentro de los intereses legítimos que el trabajo a distancia, el teletrabajo y el trabajo a domicilio tienen como función satisfacer a través de una adecuada regulación laboral, también se encuentra la facilitación del acceso a actividades laborales de las personas con discapacidad, pues «por medio de esta modalidad de trabajo se pueden llegar a eliminar los aun patentes obstáculos —en mayor medida de carácter estructural— que impiden el efectivo acceso de la persona con discapacidad al centro de trabajo»12. En este sentido, el teletrabajo se ha valorado como «especialmente útil para lograr la inserción de las personas con discapacidad en el mercado laboral»13.

			El Tribunal Supremo ha invocado, precisamente, la posibilidad de teletrabajo para interpretar ampliamente el artículo 198.2 de la Ley General de la Seguridad Social, según el cual «las pensiones vitalicias en caso de incapacidad permanente absoluta o de gran invalidez no impedirán el ejercicio de aquellas actividades, sean o no lucrativas, compatibles con el estado del incapacitado y que no representen un cambio en su capacidad de trabajo a efectos de revisión». Frente a una interpretación restrictiva del precepto que restringiría la compatibilidad de la pensión con el trabajo a aquellas actividades superfluas, accidentales o esporádicas, el Tribunal Supremo ha optado por una interpretación mucho más flexible que «cobra pleno vigor si se atiende a las nuevas tecnologías (particularmente informáticas y de teletrabajo), que consienten pluralidad de actividades laborales —a jornada completa— a quienes se encuentran en situaciones de IPA o GI, de manera que la compatibilidad ahora defendida representa —en el indicado marco de actividades sedentarias— un considerable acicate para la deseable reinserción social de los trabajadores con capacidad disminuida»14.

			En esta misma línea, el Real Decreto 28/2020, y la Ley 10/2021, contienen algunas normas sobre la cuestión: en el artículo 4 se obliga a la empresa a la igualdad de trato, a la prestación de apoyos y a los ajustes necesarios, siempre que sean razonables; en el artículo 11 se obliga a la empresa a garantizar medios, equipos y herramientas basados en la accesibilidad universal; y en el artículo 16 se obliga a la empresa a considerar en las medidas preventivas los factores psicosociales, ergonómicos, organizativos y de accesibilidad del entorno laboral efectivo.

			Precisiones estas demostrativas de la preocupación legislativa sobre las personas con discapacidad, pero que la doctrina ya ha valorado como escasas «en aras a garantizar tanto el impulso de esta modalidad en el colectivo de personas con discapacidad como en la protección de las mismas»15. Quizás sea una crítica en parte rebatible pues, aunque es cierto que la norma pudo ser más específica en cuanto a las medidas a adoptar, también es cierto que se invocan conceptos generales propios de la tutela de las personas con discapacidad (igualdad de trato, prestación de apoyos, ajustes necesarios, accesibilidad universal y adecuación de la prevención), de ahí que acaso debamos acudir, a efectos de concretar, a lo establecido en las leyes especiales en la materia (Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, y su normativa de desarrollo).

			
2.4. LA MODERNIZACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES PRODUCTIVAS, LA MEJORA DE LA EMPLEABILIDAD DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS Y LA FACILITACIÓN DE LA TRANSNACIONALIDAD DE LAS RELACIONES LABORALES


			El teletrabajo es una realidad asociada a la Revolución tecnológica. De esta manera, la realidad del teletrabajo se asocia a un positivo tópico de progreso tecnológico que se proyecta principalmente sobre las organizaciones en que se instaura, pero también sobre las personas que lo realizan. Un positivo tópico de progreso tecnológico, con todas las resultas que ello trae consigo, que viene a constituir una nueva función económico social del trabajo a distancia. A través de la implantación del teletrabajo, se producirá tanto una modernización de las organizaciones productivas en que se instaura, como la actualización profesional de las personas que lo realizan.

			También el RDL 28/2020 y la Ley 10/2021 hacen alusión, en sus Exposiciones de Motivos, a esta función económico social del trabajo a distancia, y en particular de la modalidad de teletrabajo: «La figura del teletrabajo como forma de trabajo a distancia está cogiendo auge frente a la organización empresarial tradicional, lo que sin duda trae consigo prácticas novedosas y más flexibles, estimula cambios organizativos en las empresas y fortalece la formación y empleabilidad de las personas trabajadoras».

			Dentro de este apartado, se podría también incluir la potenciación de las relaciones laborales con componente internacional que el teletrabajo posibilita. Sin embargo, ni las normas internas ni las normas comunitarias (y esto es más llamativo) han prestado especial atención a esta consideración. No hay ninguna norma en nuestro ordenamiento jurídico (e insistimos que ello es más llamativo si nos referimos en concreto a las normas comunitarias) donde se regulen las normas de determinación de competencia judicial, del derecho aplicable al contrato de trabajo o de las reglas aplicables a la Seguridad Social. Lo que es especialmente criticable si consideramos que los criterios de conexión aplicables a tales efectos no son fáciles de ajustar a la realidad del teletrabajo. Pensemos, por ejemplo, en un teletrabajo transnacional online: la persona teletrabajadora realiza materialmente su actividad en un país o de manera itinerante en varios países, pero, a través de la conexión entre su terminal y la red de la empresa, el resultado de su trabajo se produce de manera temporal inmediata en otro país diferente: ¿dónde debe demandar en caso de conflicto? ¿qué ley se debe aplicar en su relación laboral? ¿dónde debe ser dada de alta a los efectos de la Seguridad Social?

			
3. FUNCIONES ECONÓMICAS Y SOCIALES DEL TRABAJO A DISTANCIA MÁS ALLÁ DEL ÁMBITO DE LA RELACIÓN LABORAL

			Aseguraba el Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, y la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, de una manera un tanto atrevida y simplista, que el teletrabajo no es más que «una particular forma de organización del trabajo que encaja perfectamente en el modelo productivo y económico que se persigue, al favorecer la flexibilidad de las empresas en la organización del trabajo, incrementar las oportunidades de empleo y optimizar la relación entre tiempo de trabajo y vida personal y familiar». Olvidaban, sin embargo, estas normas que el trabajo a distancia —y el teletrabajo como especialidad del mismo— es mucho más que eso pues su función económica y social no se agota en el ámbito estrictamente laboral. No se corresponde con nuestra labor aquí, empero, indagar en profundidad fuera de los aspectos jurídico laborales del trabajo a distancia. Pese a ello, creemos que no está de más poner especialmente de manifiesto que el teletrabajo, como «particular forma de organización del trabajo», cumple una función tanto social como económica que excede, con mucho, su mero carácter de institución jurídico-laboral, y que conecta con una serie de intereses más generales que conviene enumerar.

			
3.1. EL TRABAJO A DISTANCIA Y LA DESPOBLACIÓN DEL MUNDO RURAL


			Un ejemplo reciente de las funciones económicas y sociales del trabajo a distancia más allá del ámbito de la propia relación laboral lo tenemos aquí cerca, en nuestro propio patio de recreo. Y es que, en España, de un tiempo a esta parte, los poderes legislativos (tanto estatal como autonómico, e incluso entes locales) muestran una especial sensibilidad con un problema propio de los tiempos que nos ha tocado vivir: la despoblación del mundo rural. El hecho, más que constatado, de la pobreza demográfica de un gran número de núcleos poblacionales de pequeño tamaño en España ha encendido la luz de alarma de los poderes públicos, que están haciendo una decidida apuesta por el medio rural, en un intento de enfrentar de una vez por todas el preocupante problema de la pérdida de población, al constatar la existencia de pueblos y comarcas de una baja densidad de población, que, además, está muy envejecida dado el éxodo de la población más joven hacia las zonas urbanas, en busca sobre todo de mayores oportunidades de empleo.

			Este denominado «invierno demográfico», únicamente se puede revertir mediante la atracción, a estos municipios, de nuevos vecinos y vecinas, que puedan arraigar en ellos, desarrollar actividades productivas, formar familias y contribuir a asegurar el relevo generacional. Y, ante este panorama, los avances tecnológicos, y en especial la revolución de las tecnologías de las comunicaciones y la información, han abierto oportunidades impensables hace solo unos años para las zonas de nuestro territorio más alejadas de los grandes núcleos de población. Establecer los estímulos adecuados para aprovechar esas oportunidades se convierte, así las cosas, en una estrategia de los poderes públicos imprescindible para revertir la pérdida de recursos que, en todos los órdenes, implica el despoblamiento del medio rural.

			Por todo ello, el legislador no ha dudado —desde hace relativamente poco tiempo, por cierto— en acometer políticas específicas para poder hacer frente al despoblamiento rural. De ahí que el Real Decreto 1069/2021, de 4 de diciembre, por el que se aprueba la Estrategia Española de Apoyo Activo al Empleo 2021-2024, sobre la base de la necesidad de «un aumento de la inversión tanto pública como privada, que esté focalizada, por un lado, en proyectos de transformación digital», y con el fin de «facilitar el teletrabajo, la teleformación y el aprovechamiento de Internet en las políticas activas de empleo», entienda «imprescindible realizar una mayor inversión en las infraestructuras tecnológicas, extendiendo la banda ancha a las zonas rurales que aún carecen de ella y posibilitando una conectividad asequible». En definitiva, «la disponibilidad de estos recursos e infraestructuras en las zonas rurales es una premisa indiscutible para la creación y desarrollo de oportunidades de empleo y de crecimiento, y un pilar indispensable para enfrentar el reto demográfico y contribuir a fijar la población al territorio»16.

			Obviamente, la reciente normativa sobre el trabajo a distancia no resulta ajena a este grave problema. Aseguran así (y no les falta razón) las Exposiciones de Motivos del RDL 28/2020 y de la Ley 10/2022, que «el trabajo a distancia es fundamental para favorecer el asentamiento y la fijación de población en el medio rural, tal y como se señala en las Directrices Generales de la Estrategia Nacional frente al Reto Demográfico, aprobadas por Consejo de Ministros el 29 de marzo de 2019. Esta norma ha de servir para hacer factible la oportunidad de revertir la despoblación, de acuerdo con las características de los territorios que sufren el declive demográfico, como zonas rurales y remotas, o pequeños municipios».

			
3.2. TRABAJO A DISTANCIA Y MEDIO AMBIENTE


			Tanto el RDL 28/2020 como la Ley 10/2021 destacan, en sus Exposiciones de Motivos, que el trabajo a distancia «disminuye la contaminación en tanto decrece el número de desplazamientos y el uso de los vehículos privados y, potencialmente, tendrá efectos positivos en la emisión de gases con efectos invernadero al procurar una mayor eficiencia en el consumo de energía de las empresas». No es fácil determinar todas las funciones económicas y sociales que el trabajo a distancia, el teletrabajo y el trabajo a domicilio pueden llegar a desempeñar pues, de implementarse mayormente en el ámbito productivo, supondrían un cambio radical del sistema cuyos efectos están aún por ver pues lo que se descontamina por un lado gracias a la implementación del trabajo a distancia se puede contaminar por otro derivado de esa implementación. De ahí que sea difícil determinar si estas vinculaciones entre el trabajo a distancia y el efecto invernadero sean acertadas o incurren acaso en un exceso de optimismo. En todo caso, no es descartable esta vinculación entre el trabajo a distancia y el medio ambiente.

			
3.3. LA LUCHA CONTRA LA PANDEMIA


			Con todo lo importantes que son las funciones económicas y sociales del trabajo a distancia, el teletrabajo y el trabajo a domicilio a que se ha hecho referencia en las páginas anteriores, sin embargo, ninguna de ellas ha sido el elemento catalizador de la aprobación del RDL 28/2020 y de la Ley 10/2021. Puede afirmarse sin rubor que una de las principales causas inmediatas de la aprobación de un cuerpo normativo específico sobre trabajo a distancia no es otra que la grave pandemia de la COVID-19 que venimos padeciendo desde principios de la década. Así lo confiesan abiertamente las Exposiciones de Motivos del RDL 28/2020 y de la Ley 10/2021: «La crisis sanitaria ha hecho que el trabajo a distancia se mostrara como el mecanismo más eficaz para asegurar el mantenimiento de la actividad durante la pandemia y para garantizar la prevención frente al contagio. Durante la crisis sanitaria no solo se ha reforzado la tendencia a la normalización del trabajo a distancia que ya se anticipaba con anterioridad a la misma, sino que incluso su utilización se ha llegado a configurar como preferente». No es la primera vez en la Historia del Derecho (y no será la última) que un acontecimiento coyuntural provoca un cambio estructural.

			Dicho sea de paso, la situación pandémica y sus consecuencias económicas y sociales no solo han sido el detonante de la mejora de la regulación del trabajo a distancia, son también la causa principal para aprobar esa regulación a través de un decreto-ley. Y así lo viene a reconocer la Exposición de Motivos del RDL 28/2020: «La situación descrita de contracción del PIB, la tasa de desempleo, la incertidumbre acerca de la evolución de la pandemia, la retroalimentación de estos factores de incertidumbre sobre los riesgos y debilidades estructurales del mercado de trabajo español, la salvaguarda de los derechos y obligaciones referidos en nuestro ordenamiento laboral, hacen necesario potenciar de una manera ordenada, urgente y con garantías el uso del trabajo a distancia».

			Y la prueba del nueve de la importante función económico social del trabajo a distancia, y en particular del teletrabajo, en una situación pandémica la encontramos en su incremento exponencial durante la pandemia de la COVID-1917. Pero ello también ha traído ciertos riesgos. La OIT elaboró una Guía práctica bajo el título de «El teletrabajo durante la pandemia de COVID-19 y después de ella» en la cual se reflejan distintas investigaciones que demuestran que las personas trabajadoras a distancia trabajan durante más horas que cuando están en su centro de trabajo18.

			
				
					1 El concepto de teletrabajo «surgió en 1973, en el seno del grupo de científicos estadounidenses de la Universidad de Carolina del Sur (University of Southern California), bajo la dirección del físico Jack Nilles, conocido como “padre del teletrabajo”. El grupo de Nilles realizaba estudios sobre la aplicación de las tecnologías informáticas para rentabilizar los beneficios económicos de las empresas, mediante la reducción del desplazamiento de los trabajadores a los lugares de trabajo y su sustitución por el traslado de la información necesaria transferida por el trabajador desde su domicilio o el centro de trabajo más próximo. En el contexto de la crisis del petróleo de entonces, la propuesta de Nilles permitía ahorrar el gasto de combustible vinculado al desplazamiento de los trabajadores en las horas punta y, asimismo, reducir la emisión de gases nocivos para el medio ambiente» (según oportunamente recuerda USHAKOVA, T., «El teletrabajo en el derecho de la OIT», Revista de Información Laboral, núm. 9, 2015, p. 3).
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			CAPÍTULO 2

			
FUENTES REGULADORAS

			
1. FUENTES INTERNACIONALES RELATIVAS AL TRABAJO A DOMICILIO

			Aunque acaso debiera ser todo lo contrario, «no son muchos los Convenios y Recomendaciones de la OIT referidos al trabajo a domicilio o a distancia y ninguno específicamente al teletrabajo»1. Dejando aparte de momento referencias marginales al trabajo a domicilio en diversos convenios y recomendaciones, los instrumentos de la OIT relativos al trabajo a domicilio son exclusivamente los dos siguientes (y como tendremos ocasión de examinar de inmediato, no son precisamente normas con una incidencia relevante sobre las realidades laborales): Convenio 177 sobre el trabajo a domicilio (1996) y Recomendación 184 sobre el trabajo a domicilio (1996).

			
1.1. CONVENIO 177 DE LA OIT SOBRE EL TRABAJO A DOMICILIO (1996)

			El Convenio 177 de la OIT presenta numerosos flancos débiles por la limitación de su ámbito objetivo de aplicación, por la parquedad de su contenido normativo obligatorio y por el escaso éxito en sus ratificaciones.

			— Por la limitación de su ámbito objetivo de aplicación, el Convenio 177 se enfoca solo la realidad del trabajo a domicilio sin adaptarla a la realidad del teletrabajo, cuando podría haber sido un instrumento sobre ambas cuestiones: el trabajo a domicilio y el teletrabajo. Así, la aplicación del Convenio al teletrabajo es algo que «no está generalmente aceptado»2.

			Tal enfoque limitado del Convenio 177 al trabajo a domicilio sin contemplar la realidad del teletrabajo se aprecia en dos aspectos concretos:

			De un lado, se contempla solo el trabajo a domicilio definido como como «el trabajo que una persona, designada como trabajador a domicilio, realiza: (i) en su domicilio o en otros locales que escoja, distintos de los locales de trabajo del empleador; (ii) a cambio de una remuneración; (iii) con el fin de elaborar un producto o prestar un servicio conforme a las especificaciones del empleador, independientemente de quién proporcione el equipo, los materiales u otros elementos utilizados para ello, a menos que esa persona tenga el grado de autonomía y de independencia económica necesario para ser considerada como trabajador independiente en virtud de la legislación nacional o de decisiones judiciales» [art. 1, letra a)]. Con lo cual el teletrabajo a domicilio podría entrar dentro del ámbito de aplicación del Convenio, pero quedarían obviamente fuera «otras modalidades de organización y realización del teletrabajo que permiten las TIC, tales como el trabajo móvil o los servicios de atención al público deslocalizados»3.

			De otro lado, en el Convenio 177 tampoco aparecen especificaciones relativas al manejo de las nuevas tecnologías en la ejecución del trabajo a domicilio, con lo cual, incluso en el supuesto de teletrabajo que se catalogase como teletrabajo a domicilio, faltan disposiciones que, pensadas para el teletrabajo, se adecuasen a su realidad.

			Ciertamente, el Convenio 177 se aprueba en una época donde existía una preocupación importante por la explotación de trabajadores y trabajadoras, a veces niños y niñas, en países tercermundistas o en vías en desarrollo dentro del contexto de la globalización económica, lo que acaso pesó a la hora de enfocar la norma hacia el trabajo a domicilio. Pero ello no quita que se hubiera podido hacer un enfoque más amplio que integrase el teletrabajo en un doble sentido: de un lado, incluyéndolo en el ámbito objetivo de aplicación aunque el teletrabajo no fuera trabajo a domicilio; de otro lado, realizando cuando menos las adaptaciones que fuesen oportunas.

			— Fuera ya del concepto de teletrabajo, es llamativa la parquedad de su contenido obligatorio que se limita a «unos estándares mínimos exigibles»4:

			(1) «en la medida de lo posible», la política nacional en materia de trabajo a domicilio promoverá «la igualdad de trato entre los trabajadores a domicilio y los otros trabajadores asalariados» (art. 4);

			(2) la política nacional en materia de trabajo a domicilio se aplicará «por medio de la legislación, convenios colectivos, laudos arbitrales o cualquier otra vía procedente y compatible con la práctica nacional» (art. 5);

			(3) «siempre que sea posible», se adoptarán medidas apropiadas para incluir el trabajo a domicilio en «las estadísticas del trabajo» (art. 6);

			(4) la legislación nacional en materia de seguridad y salud en el trabajo se aplicará «al trabajo a domicilio teniendo en cuenta las características propias de este y deberá determinar las condiciones en que, por razones de seguridad y salud, ciertos tipos de trabajo y la utilización de determinadas sustancias podrán prohibirse en el trabajo a domicilio» (art. 7);

			(5) cuando esté permitido el recurso a intermediarios en el trabajo a domicilio, «las responsabilidades respectivas de los empleadores y de los intermediarios deberán determinarse mediante la legislación o decisiones judiciales, de conformidad con la práctica nacional» (art. 8);

			(6) se garantizará el cumplimiento de la legislación aplicable al trabajo a domicilio con «un sistema de inspección compatible con la legislación y la práctica nacionales deberá garantizar el cumplimiento de la legislación aplicable al trabajo a domicilio», en particular «deberán preverse y aplicarse de manera efectiva medidas apropiadas, que incluyan, cuando proceda, sanciones, para los casos de infracción de dicha legislación» (art. 9).

			Aparte la debilidad de los contenidos normativos («en la medida de lo posible»; «siempre que sea posible»), las remisiones continuas a los ordenamientos internos, o las normas meramente adjetivas (como la referencia a las estadísticas del trabajo), «tampoco existe un reconocimiento explícito y concreto de la voluntariedad de la relación laboral a distancia y del derecho del trabajador a domicilio al respeto de su privacidad… y al correspondiente secreto de empresa o al derecho de aquel a autogestionar su tiempo de trabajo y al correspondiente control empresarial»5.

			— El último de los flancos débiles del Convenio 177 es el escaso éxito en sus ratificaciones. Hasta la reciente ratificación por España (que se ha producido en el año en curso, 2022)6, solo lo habían ratificado 12 Estados. Y «el número de países que han ratificado el Convenio pone en evidencia su interés relativo y la repercusión limitada en la práctica nacional»7.

			
1.2. RECOMENDACIÓN 184 DE LA OIT SOBRE EL TRABAJO A DOMICILIO (1996)

			La Recomendación 184 sobre el trabajo a domicilio (1996) presenta un contenido más completo que el Convenio 177 (aunque su eficacia jurídica obligatoria resulta ser inferior). La norma contiene hasta treinta recomendaciones que, sobre la base del concepto de trabajo a domicilio del Convenio 177, se ocupan de las siguientes cuestiones: el control a domicilio (apdos. 6 a 9), la edad mínima de admisión al trabajo a domicilio (apdo. 10), el derecho de sindicación y el derecho a la negociación colectiva (apdos. 11 y 12), la remuneración (apdos. 13 a 18), la seguridad y salud en el trabajo (apdos. 19 a 22), las horas de trabajo, los períodos de descanso y licencias (apdos. 23 y 24), la Seguridad Social y protección de la maternidad (apdos. 25 y 26), la protección en caso de terminación de la relación de trabajo (apdo. 27), la solución de conflictos (apdo. 28), los programas relativos al trabajo a domicilio (apdo. 29), y acceso a la información (apdo. 30).

			
1.3. OTROS INSTRUMENTOS DE LA OIT CON REFERENCIAS AL TRABAJO A DOMICILIO


			Además del Convenio 177 y la Recomendación 184, contemplan el trabajo a distancia de una manera incidental los siguientes instrumentos:

			— el Convenio 26 sobre los métodos para la fijación de los salarios mínimos (1928), en cuyo artículo 1 se manifiesta la preocupación por los salarios excepcionalmente bajos que sufren en ocasiones los trabajadores a domicilio cuando establece que «todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio se obliga a establecer o mantener métodos que permitan la fijación de tasas mínimas de los salarios de los trabajadores empleados en industrias o partes de industria (especialmente en las industrias a domicilio) en las que no exista un régimen eficaz para la fijación de salarios, por medio de contratos colectivos u otro sistema, y en las que los salarios sean excepcionalmente bajos»;

			— el Convenio 97 sobre los trabajadores migrantes (1949), en cuyo artículo 6 se establece que «todo Miembro para el cual se halle en vigor el presente Convenio se obliga a aplicar a los inmigrantes que se encuentren legalmente en su territorio, sin discriminación de nacionalidad, raza, religión o sexo, un trato no menos favorable que el que aplique a sus propios nacionales en relación con las materias siguientes… (a) siempre que estos puntos estén reglamentados por la legislación o dependan de las autoridades administrativas… las limitaciones al trabajo a domicilio…»;

			— la Recomendación 99 sobre la adaptación y readaptación profesionales de los inválidos (1955), donde se establece (apdo. 34) que «deberían adoptarse disposiciones especiales para proporcionar a los inválidos que no puedan abandonar su domicilio un trabajo útil y remunerador en sus propios hogares, con la debida vigilancia médica y profesional»;

			— el Convenio 103 sobre la protección de la maternidad (1952), en cuyo artículo 1 se establece que «este Convenio se aplica a las mujeres empleadas en empresas industriales y en trabajos no industriales y agrícolas, comprendidas las mujeres asalariadas que trabajen en su domicilio», aunque el propio Convenio permite el descuelgue en su artículo 7 cuando al respecto establece que «todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio podrá, mediante una declaración anexa a su ratificación, prever excepciones en la aplicación del Convenio con respecto a… las mujeres asalariadas que trabajan en su domicilio»;

			— la Recomendación 165 sobre los trabajadores con responsabilidades familiares (1981), donde se establece (apdo. 21, párr. 1) que, con el fin de proteger a trabajadores a tiempo parcial, trabajadores temporeros y trabajadores a domicilio, muchos de los cuales tienen responsabilidades familiares, deberían reglamentarse y supervisarse adecuadamente las condiciones en que se ejercen estos tipos de empleo;

			— la Recomendación 204 sobre la transición de la economía informal (2015), que incluye el Convenio 177 como uno de los instrumentos de la OIT y de Naciones Unidas pertinentes para facilitar la transición de la economía informal a la economía formal.

			
2. FUENTES COMUNITARIAS: EL ACUERDO MARCO SOBRE EL TELETRABAJO (2002)

			El legislador comunitario parece no interesarle demasiado ni el trabajo a distancia ni el teletrabajo. La ausencia de un verdadero cuerpo normativo europeo que, a estas alturas del siglo XXI, provea a los distintos Estados miembros de un marco comunitario de referencia que discipline estas concretas modalidades de prestación de servicios, en particular el teletrabajo, resulta inconcebible. Y es que la única norma jurídica comunitaria (si puede ser denominada así porque ni siquiera fue asumida como contenido de una directiva que le atribuyese la eficacia propia de la misma, con lo cual carece de mimbres jurídicos que garanticen su efectividad) resulta ser el (ya muy decrépito, no obstante la revisión, de escaso alcance, acometida en el mismo en 2009) Acuerdo Marco sobre el Teletrabajo, de 16 de julio de 2002, destinado a establecer un marco general a desarrollar por las organizaciones miembros de las partes firmantes (CES, UNICE/UEAPME y CEEP)8.

			
2.1. TRASCENDENCIA DEL AMET, EN PARTICULAR EN ESPAÑA


			El Tratado de Maastricht instauró procedimientos de negociación colectiva a escala comunitaria cuyos acuerdos podían ser institucionalizados a través de una directiva de refuerzo, o no, en cuyo caso la ejecución de aquellos acuerdos quedaba a la responsabilidad de las partes firmantes. Precisamente, el AMET fue el acuerdo que, por primera vez, optó por esta segunda posibilidad. Sistema que, si bien levantó ciertas expectativas, se acabó demostrando como ineficaz, en particular en este caso, y en general en relación con otros acuerdos alcanzados en otras materias distintas, conduciendo a un progresivo ocaso de la negociación colectiva comunitaria.

			Situándonos en nuestro derecho interno, la ejecución del AMET se circunscribió a su publicación como Anexo del Acuerdo Interconfederal para la Negociación Colectiva 2005, y en los sucesivos Acuerdos Interconfederales. El III Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2015, 2016 y 2017 (BOE de 20/06/2015) seguía insistiendo (sin mucho éxito) en que «las organizaciones empresariales y sindicales volvemos a recordar el contenido del Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo, suscrito por los interlocutores sociales europeos en julio de 2002, y revisado en 2009, en el que se recogen pautas relativas al desarrollo del teletrabajo». Hoy en día, el IV Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2018-2020 (BOE de 18/07/2018), se remite al III Acuerdo 2015-2017, en el que las organizaciones empresariales y sindicales recordaron el Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo como pauta para su desarrollo.

			Pero esto no servía a los efectos transpositivos porque, como pronto aclaró la jurisprudencia, «el Acuerdo no es aplicable todavía en nuestro ordenamiento, pues su publicación como Anexo del Acuerdo Interconfederal para la Negociación Colectiva no equivale a una recepción en Derecho interno a través de la negociación colectiva, al tener el mencionado Acuerdo Interconfederal solo una eficacia obligacional para las partes que lo suscriben en orden al respeto de las orientaciones y criterios que han de seguirse en la negociación, y en esta materia las organizaciones empresariales y sindicales firmantes solo se comprometen a promover la adaptación y el desarrollo del Acuerdo Marco Europeo a la realidad española» (STS de 11 de abril de 2005)9.

			¿Quiere esto decir que el AMET no sirvió de nada en España? De entrada, se debe destacar que muchas de sus normas se podían deducir, en nuestro derecho interno, de derechos constitucionales (principio de igualdad; protección de la intimidad), de las exigencias de la buena fe contractual (en particular en materia de utilización de equipos), o de los principios generales de nuestro derecho laboral (como ocurrió con el principio de voluntariedad que la STS de 11 de abril de 2005 dedujo sin acudir al AMET).

			Al poder legislativo le bastaba, así las cosas, con concretar, en línea a cómo lo hacía el AMET, las resultas de los derechos constitucionales afectados, de las exigencias de la buena fe contractual y de los principios generales de nuestro derecho laboral. Pero no se le vio ni el intento hasta la Reforma de 2012, aunque esta se quedó muy corta en asumir lo que se regulaba en el AMET. Más valiente en este sentido han sido el RDL 28/2020 y la Ley 10/2021, que, por su alcance y contenido, sí han acometido una transposición interna voluntaria de la regulación del AMET.

			
2.2. BREVE APROXIMACIÓN AL CONTENIDO DEL AMET

			Veamos seguidamente los rasgos más significativos de la regulación contenida en el AMET, sin perjuicio de que, más en profundidad, se irán analizando sus contenidos en cada momento oportuno dentro del estudio.

			Después de unas consideraciones generales acerca de la elaboración y base normativa del AMET (apdo. 1), se tocan las siguientes materias:

			Concepto de teletrabajo (apdo. 2): El teletrabajo, según el AMET, es una forma de organización y/o de realización del trabajo utilizando tecnologías de la información en el marco de un contrato o de una relación de trabajo, en la cual un trabajo que podría ser realizado en los locales de la empresa se efectúa fuera de ellos de forma regular. Según esta definición, las características del teletrabajo serían: la realización regular del trabajo fuera de los locales de la empresa, aunque se podría realizar en ellos a diferencia de la tarea de un comercial; la utilización principal de tecnologías de la información, pero no si cuando se utilizan con carácter accesorio a la actividad; y la peculiar forma de organización y/o de realización del trabajo a través de empresas estructuradas reticularmente.

			Principio de voluntariedad (apdo. 3): El teletrabajo, en cualquier caso, es voluntario para el trabajador y el empresario afectados, pudiéndose pactar en el contrato inicial o en acuerdo posterior. Si el teletrabajo no se pactó en el contrato inicial, una oferta de teletrabajo, sea del empresario o sea de trabajador, se podía rechazar sin que la negativa del trabajador fuera motivo de rescisión de su contrato ni de modificación de condiciones de trabajo. El acuerdo posterior de teletrabajo sería, en cualquier caso, reversible por acuerdo individual o colectivo para ambas partes.

			Principio de igualdad (apdo. 4): Los teletrabajadores debían beneficiarse de los mismos derechos aplicables a trabajadores comparables en los locales de la empresa, aunque se pudieran admitir acuerdos específicos teniendo en cuenta las peculiaridades del teletrabajo.

			Protección de datos (apdo. 5): El empresario: (1) es responsable de tomar las medidas que se imponen, especialmente en lo que se refiere a software, para garantizar la protección de los datos utilizados y procesados por el teletrabajador para fines profesionales; (2) informa al teletrabajador de toda legislación o normativa de la empresa referente a la protección de datos, siendo responsabilidad del teletrabajador el cumplimiento de estas normas; y, (3) el empleador deberá informar al trabajador especialmente sobre cualquier limitación en la utilización del equipo o de herramientas informáticas como Internet y las sanciones en caso de incumplimiento.

			Vida privada (apdo. 6): Como no podía ser de otro modo, la empresa deberá respetar la vida privada del teletrabajador, y, si se instalase sistema de vigilancia, debe ser proporcional al objetivo perseguido.

			Utilización de equipos (apdo. 7): La utilización de equipos de tecnologías de la información es esencial en el teletrabajo, de ahí la existencia de varias especificaciones en el AMET según las cuales:

			(1) todas las cuestiones relativas a los equipamientos de trabajo, a la responsabilidad y a los costos son definidos claramente antes de iniciar el teletrabajo;

			(2) si el teletrabajo es regular —una especificación algo confusa ya que, según el concepto ofrecido por el AMET, el teletrabajo, para serlo, deberá ser regular— el empresario: (1) está encargado de facilitar, instalar y mantener los equipamientos necesarios para el trabajo regular, salvo si el teletrabajador utiliza su propio equipo; y, (2) debe cubrir los costos directamente originados por este trabajo, en particular las comunicaciones;

			(3) en todo caso, el empresario: (1) dotará al teletrabajador de un servicio adecuado de apoyo técnico; y, (2) es responsable, conforme a las normas internas, de los costes ligados a pérdida o desperfectos de los equipos y de los datos utilizados por el teletrabajador;

			(4) el trabajador cuidará de los equipos, no recogerá ni comunicará material ilícito vía Internet, y cumplirá las normas de protección de datos.

			Salud laboral (apdo. 8): El empresario es responsable de la protección de la salud y de la seguridad profesionales del teletrabajador conforme a la Directiva 89/391, así como a las directivas particulares, legislaciones nacionales y convenios colectivos pertinentes. El empresario informa al teletrabajador de la política de la empresa en materia de salud y seguridad en el trabajo, en especial sobre las exigencias relativas a las pantallas de datos. El teletrabajador aplicará estas políticas de seguridad.

			Organización del trabajo (apdo. 9): En el marco de la legislación, de los convenios colectivos y de las reglas de empresa aplicables, el teletrabajador gestionará la organización de su tiempo de trabajo. Ahora bien: (1) la carga de trabajo y los criterios de resultados del teletrabajador son equivalentes a los de los trabajadores comparables en los locales de la empresa; y, (2) el empresario se asegurará que se toman medidas para prevenir el aislamiento del teletrabajador en relación con los otros trabajadores de la empresa, tales como darle ocasión de reencontrarse regularmente con sus compañeros y acceder a informaciones de la empresa.

			Formación (apdo. 10): En aplicación del principio de igualdad con los trabajadores presenciales, los teletrabajadores tendrán derecho: (1) al mismo acceso a la formación y a las oportunidades de desarrollo de la carrera profesional que los trabajadores comparables que trabajan en los locales de la empresa y están sujetos a las mismas políticas de evaluación que el resto de los trabajadores; y, (2) a recibir una formación adecuada para utilizar el equipo técnico a su disposición y sobre las características de esta forma de organización del trabajo. El supervisor de los teletrabajadores y sus colegas directos pueden también necesitar una formación adecuada.

			Representación de los teletrabajadores (apdo. 11): Los teletrabajadores deben ostentar los mismos derechos colectivos que el resto de los trabajadores y, en consecuencia, están sometidos a las mismas condiciones de participación y elegibilidad, incluyéndose en el cálculo determinante de los umbrales necesarios para constitución de órganos de representación. Para el ejercicio de esos derechos, el teletrabajo no es obstáculo para la comunicación con los representantes de los trabajadores, y el teletrabajador será asignado de antemano a un establecimiento.

			
3. FUENTES INTERNAS: EL REAL DECRETO-LEY 28/2021 Y LA LEY 10/2021 Y SUS ANTECEDENTES NORMATIVOS

			Tuvimos que esperar casi veinte años desde del Acuerdo Marco Europeo sobre el Teletrabajo, de 16 de julio de 2002, y casi veinticinco años desde la adopción del Convenio número 177 de la OIT sobre trabajo a domicilio (1996), para que la legislación española, a través del RDL 28/2020 y la Ley 10/2021, haya considerado oportuno brindar a los sujetos del contrato de trabajo una regulación específica del que denomina como «trabajo a distancia», más allá del pobre tratamiento jurídico que le proporcionaba el originario artículo 13 del Estatuto de los Trabajadores, solamente mitigado de manera bastante limitada por la Reforma de 2012.

			Realizaremos en las siguientes páginas un análisis de los elementos centrales de las tres regulaciones existentes en la materia desde 1980 (en relación con regulaciones anteriores, cuyo interés es más bien histórico, nos remitimos a las breves pinceladas ofrecidas en el capítulo primero): la originaria del ET; la proveniente de la Reforma de 2012, y, finalmente, la actualmente vigente (RDL 28/2020 y Ley 10/2021).

			
3.1. EL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES DE 1980

			Conforme el artículo 13 del originario Estatuto de los Trabajadores «tendrá la consideración de contrato de trabajo a domicilio aquel en que la prestación de la actividad laboral se realice en el domicilio del trabajador o en el lugar libremente elegido por este y sin vigilancia del empresario». Obviamente, la persona trabajadora a domicilio para serlo por cuenta ajena debía reunir las exigencias de laboralidad expresadas en el artículo 1 del Estatuto de los Trabajadores, aunque, a causa de la libertad de ubicación y la falta de vigilancia del empresario, no siempre era fácil advertir en la realidad de las cosas cuándo un trabajo a domicilio era por cuenta ajena, y cuándo no.

			Seguramente la existencia de importantes bolsas de fraude en el trabajo a domicilio, determinó al poder legislativo a introducir ciertos controles:

			1.º El contrato debía formalizarse por escrito con el visado (expresión habilitante de un control de legalidad limitado a lo meramente formal) de la oficina de empleo, donde quedaría depositado un ejemplar, en el que constase el lugar en el que se pretendía realizar la prestación laboral, a fin de que pudieran exigirse las necesarias medidas de higiene y seguridad que se determinasen normativamente (art. 13.2 del originario Estatuto). La doctrina judicial entendió que la forma no era ad solemnitatem, sino solo ad probationem, de modo que su incumplimiento no conducía a la exclusión del trabajo a domicilio10, ni el empresario podía beneficiarse del incumplimiento de la forma11. Obviamente, todo ello sin perjuicio de la posibilidad, derivada de las reglas civiles de contratación, de poder compeler a su cumplimiento12.
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